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INFORME PROYECTO DE LEY 47-2016

Antecedente: Boletín N° 10.937-15.

Santiago, 5 de diciembre de 2016.






Mediante oficio N° H12.935, el Presidente de la H. Cámara de Diputados, señor Osvaldo Andrade Lara, remitió a esta Corte el proyecto de ley que moderniza la legislación sobre el transporte remunerado de pasajeros (boletín N° 10.937-15).
.




Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 2 de diciembre del actual, presidida por el suscrito y con la asistencia de los ministros señores Milton Juica Arancibia, Patricio Valdés Aldunate, Héctor Carreño Seaman, Haroldo Brito Cruz y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa María Maggi Ducommun, Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouët, señores Juan Eduardo Fuentes Belmar, Lamberto Cisternas Rocha y Ricardo Blanco Herrera, señoras Gloria Ana Chevesich Ruiz y Andrea Muñoz Sánchez y señores Carlos Cerda Fernández, Manuel Valderrama Rebolledo y Jorge Dahm Oyarzún, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

AL SEÑOR PRESIDENTE

OSVALDO ANDRADE LARA
H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO 

“Santiago, cinco de diciembre de dos mil dieciséis.


Visto y teniendo presente:

 
Primero: Que por Oficio N° 12.935, el Presidente de la H. Cámara de Diputados, señor Osvaldo Andrade Lara, remitió a esta Corte el proyecto de ley que moderniza la legislación sobre el transporte remunerado de pasajeros (boletín N° 10.937-15);

Segundo: Que de acuerdo a los términos del Mensaje con que se inicia el Proyecto, no obstante resultar innegables los beneficios que para gran cantidad de usuarios representa el uso de plataformas tecnológicas en el marco de un mercado de transporte remunerado de pasajeros, las que de hecho han comenzado a operar en Chile, es lo cierto que ello ha ocurrido al margen de una regulación que se hace indispensable implementar. Es posible salvar de este modo, los inconvenientes que acarrea el hecho de carecer la autoridad de datos fidedignos acerca del número y entidad de los vehículos hoy asimilados al sistema, y de los efectos negativos consistentes en que los mismos operan con vehículos no inscritos en el Registro Nacional de Servicio de Transporte de Pasajeros, establecido por el Ministerio de Transporte y Telecomunicaciones; lo hacen además con conductores no profesionales y en ocasiones carentes de experiencia. Tales modalidades de operatividad fáctica han ocasionado, entre otras consecuencias adversas, conflictos con los servicios de taxis que sí deben estar inscritos en el Registro mencionado, estar los conductores en posesión de una licencia profesional, sujetos a regulación de tarifas y al cumplimiento de características técnicas de los vehículos.

Se añade que –por otra parte- el advenimiento de estas tecnologías ha dejado de manifiesto las falencias de los taxis, particularmente en cuanto a calidad del servicio y falta de confianza por conductas como la adulteración de taxímetros y/o tratos deficientes en relación al usuario.

En este escenario se plantea que la solución –ante el surgimiento de las tecnologías aludidas- debe comprender 3 ámbitos de acción: 1) establecer condiciones de funcionamiento a las plataformas tecnológicas que intermedian servicios de transporte entre oferta y demanda e identificar de ese modo a sus representantes y establecer mecanismos de control velando por la seguridad de los usuarios que en la situación actual se ven impedidos de reclamar por los incumplimientos en la prestación del servicio; 2) establecer sanciones ejemplares para quienes atenten contra la confianza de los pasajeros; 3) impulsar la incorporación de tecnologías en los servicios de transporte remunerado de pasajeros para mejorar la calidad de la prestación, y entregar mayor información a la autoridad para así implementar políticas de movilidad adecuadas a la realidad;

Tercero: Que en ese marco el objeto específico del Proyecto apunta a establecer las condiciones bajo la cuales las entidades operadoras de plataformas tecnológicas -de intermediación entre oferente y demanda en el servicio de transporte remunerado de pasajeros- puedan operar sus servicios. Se determina que estas entidades pueden operar en dos genéricas modalidades: a) con taxis, o bien, b) con vehículos (de los referidos en el artículo 4° del Proyecto) que reúnan elevados estándares de confort y tecnología.

Se establece que estos últimos deben pagar un valor por kilómetro recorrido que será fijado, entre otras variables, por el Panel de Expertos a que se refiere el artículo 14 de la Ley que Crea el Subsidio Nacional para el Transporte público. Se lograría de este modo una eficiente asignación del uso del espacio vial, reduciendo la pérdida de bienestar social, y por otra parte se obtiene que estas operadoras asuman los costos por los efectos negativos que producirán, especialmente en cuanto a la congestión y/o, contaminación ambiental, en su caso.

Se determina también que estas operadoras entreguen la información pertinente sobre viajes al Ministerio de Transportes, lo que se considera útil para el control, la gestión de tráfico, y diseño de políticas públicas.

 
Se plantean, en particular, exigencias especiales para las plataformas ya aludidas, previstas en el artículo 4° del Proyecto, y ello para responder a sus particulares características y como contrapartida por no estar sujetas a toda la regulación que afecta a los taxis, salvo que sí se les hacen aplicables los requisitos de operar con conductores con licencia profesional y que no registren, en su certificado de antecedentes para fines especiales, condenas por delitos de secuestro, sustracción de menores, violación, estupro, delitos sexuales, robo con violencia o intimidación en las personas, conducción bajo la influencia del alcohol o en estado de ebriedad y de huir del lugar del accidente sin prestar ayuda y dar cuenta del accidente a la autoridad (artículos 141, 142, 361 a 367 ter, 433, 436 y 438 del Código Penal y 193, 195 y 196 de la Ley Nº 18.290 del Tránsito). 

  
Entre las exigencias especiales que a su respecto consagra el Proyecto está la prohibición de recoger pasajeros en la vía pública y sólo transportar a la, o las personas previamente concertadas, así como tampoco podrán solicitar o aceptar pagos en efectivo;

Cuarto: Que en este contexto de especialidad, se determina que además del hecho que estas plataformas sólo puedan operar con vehículos de elevados niveles de confort y tecnología, deben poseer a lo menos las siguientes funcionalidades para el adecuado conocimiento y trasparencia hacia el usuario: (a) permitir al pasajero conocer el posible recorrido y costo aproximado del viaje antes de su inicio; (b) contar con un mecanismo para determinar la tarifa; (c) permitir una evaluación del viaje en línea; y (d) contar con tecnologías de geolocalización.

 
No obstante las diferencias anotadas entre ambos sistemas, el Proyecto establece también regulaciones comunes para ambos tipos de plataformas tecnológicas por ejemplo: a) en ambos casos se hace aplicable la Ley de Protección al Consumidor, en relación a los actos y contratos que se celebren con los pasajeros o usuarios; b) en cuanto al control y fiscalización: ambos tipos de plataforma deben registrar y mantener a disposición de los Inspectores Fiscales y Carabineros de Chile la información relativa a la gestión, a la fiscalización y control. En el artículo 5° se exige también a los conductores de vehículos de alto confort poseer licencia profesional, como allí se expresa. 

Se determina también en el Proyecto que los fondos recaudados por el pago por kilómetros recorridos financien proyectos que permitan incorporar tecnologías en los vehículos de transporte remunerado de pasajeros, facilitando su modernización. Para el logro de los fines propuestos, el Proyecto define en su artículo 2° a las entidades operadoras de plataformas tecnológicas, y crea un Registro de estas Plataformas, a cargo de la Subsecretaría de Transportes en el que deberán inscribirse todas las entidades que operen, administren o proporcionen plataformas tecnológicas, incorporando los datos a que se refiere el inciso segundo del artículo 3° (representantes, nombre completo o razón social, cédula de identidad, rut, domicilio, correo electrónico, etc.);

 
Quinto: Que la iniciativa consta de 21 artículos permanentes y 3 artículos transitorios. Los permanentes se agrupan en 5 Títulos. El Primero, se refiere a las plataformas tecnológicas en general partiendo por definir a las entidades operadoras de plataformas tecnológicas como aquellas que operen, administren o proporcionen cualquier sistema, aplicación, tecnología o mecanismo de carácter informático, que permita acceder a un servicio de transporte remunerado de pasajeros prestado con taxis, o con vehículos de elevados niveles de confort y tecnología; el Segundo regula especialmente las plataformas tecnológicas que no operan con taxis y aborda la determinación de precios; el Tercero se refiere al control, inhabilidades, sanciones y al procedimiento sancionatorio; el Cuarto establece lo relativo al fondo para la innovación del transporte remunerado de pasajeros, y el Quinto se destina a modificar otros cuerpos normativos como la ley N° 18.290 (del Transito), la Ley N° 20.378 (que crea el Subsidio Nacional para el Transporte Remunerado de Pasajeros) y la Ley de Impuesto a la Renta. A su turno, las disposiciones transitorias regulan la entrada en vigencia de la ley (siete meses después de su publicación),  se establece un plazo de adaptación de las plataformas tecnológicas para que adscriban a las normas del presente Proyecto y, finalmente, se hace extensiva esta nueva regulación al trasporte de turistas en determinados vehículos; 

 
Sexto: Que específicamente se ha pedido informe en relación a los artículos 15 y 16 del Proyecto que integran el Título III del mismo, relativo al Control, Inhabilidades, Sanciones y Procedimiento Sancionatorio. Artículos 8 al 17.


Para contextualizar de mejor forma los textos que interesa, toda vez que esta regulación afecta al procedimiento, cabe reiterar que para los efectos de la aplicación, control y fiscalización que dispone el Proyecto de Ley, el artículo 8° dispone que las plataformas tecnológicas deberán registrar y mantener a disposición de los Inspectores Fiscales y Carabineros de Chile la información sobre kilómetros recorridos, sobre vehículos y conductores, sobre los lugares de recogida y bajada de pasajeros, hora y duración de los viajes, hora de reserva, precio cobrado y evaluación del viaje. El texto siguiente, a su turno, preceptúa que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones tendrá acceso a la información ya indicada, y demás antecedentes pertinentes  que le permitan verificar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley. Se añade que las modalidades de entrega de la información serán determinadas en el Reglamento respectivo que el Proyecto anuncia.


A continuación, los artículos 10 a 14 describen distintas figuras infraccionales.

a-.) En primer lugar, el artículo 10 determina que la constatación por Carabineros de Chile o por Inspectores Fiscales, de la conducción, sea de taxis, o de vehículos referidos en el artículo 4° (alto confort y tecnología), por conductores que registren condenas por los delitos consignados en el artículo 5° ya antes mencionado, dará lugar a las siguientes sanciones: En relación a los taxis, será causal de cancelación de oficio por parte del Secretario Regional Ministerial de Transportes del vehículo (debe estar referido a la inscripción del vehículo) en el Registro Nacional de Transporte de Pasajeros, sin derecho a reemplazo, cuando el conductor sea a la vez propietario del vehículo.


En el caso de los vehículos referidos en el artículo 4°, de alto confort, el hecho descrito será causal de aplicación de una multa a beneficio fiscal de 1000 UTM a la plataforma tecnológica responsable. No queda claro de este texto qué autoridad será la que imponga la multa y el procedimiento a seguir. Se añade a su vez, que el conductor será sancionado con la suspensión de la licencia de conducir, por el término de 12 meses. Surge la interrogante de cuál será la situación una vez pagada la multa y transcurrido los 12 meses de suspensión de la licencia (esto en el caso de las plataformas del artículo 4° del Proyecto). Nada se dice para el evento de reincidencias.


Señala finalmente el texto, volviendo ahora sobre la situación de los taxis, que cuando el propietario del vehículo inscrito en el Registro Nacional de Servicio de Transporte de Pasajeros sea una persona distinta del conductor del mismo que registra condenas, el vehículo mantendrá su inscripción, sin perjuicio de sancionarse al conductor con la indicada suspensión de licencia de conducir (12 meses). Cabe a este respecto la misma interrogante anterior. Nada se dice sobre reincidencia, y además no se establece sanción alguna para el dueño del vehículo que permite la conducción por alguien inhabilitado. Tampoco queda claro si la suspensión de la licencia es para todo tipo de vehículos.


Cabe entender, por el enunciado del artículo 16°, que estas suspensiones de licencia deben ser aplicadas por el Juez de Policía Local, y de este mismo texto cabría desprender que la imposición de multa aquí dispuesta (artículo 10°) deberá adscribirse al procedimiento que prevé ese texto del artículo 16° en tanto esa norma preceptúa que “La Subsecretaria de Transportes aplicará las sanciones administrativas dispuestas en la presente ley previo procedimiento administrativo…”. Es del caso que a continuación se describe el procedimiento dispuesto para la sustanciación de las infracciones que el Proyecto establece. 

b-.) El artículo 11° sanciona derechamente con la cancelación de la inscripción en el Registro Nacional de Servicio de Transporte de Pasajeros de un vehículo como taxi, y sin derecho a reemplazo, cuando el fiscalizador constate que el taxímetro ha sido adulterado de cualquier forma, o, cuando exista un cobro distinto a la tarifa regulada, o, en los casos en que ésta no esté regulada, cuando el cobro no se avenga a la tarifa convenida. Aquí se hace remisión expresa al procedimiento sancionatorio del artículo 16.

c-.) La misma remisión se hace al procedimiento sancionatorio ya indicado, al describirse las infracciones y sus correlativas sanciones previstas por los artículos 12° (relativas a las faltas o falencias en la inscripción de las plataformas tecnológicas) 13° y 14° (relativos a la falta o falencias en relación a los pagos a que están afectas las plataformas del artículo 4°, o de alto confort);

 
Séptimo: Que en relación a los textos en consulta, en primer lugar el artículo 15° del Proyecto preceptúa que:

“Artículo 15.-
El Juez de Policía Local decretará, por un plazo de 90 hasta 180 días, la suspensión de la licencia al conductor de un vehículo que se encuentre realizando servicios de transporte remunerado de pasajeros sin estar debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros o, en el caso de vehículos a que se refiere el artículo 4, sin estar adscrito a una plataforma tecnológica registrada de conformidad al artículo 3. En caso de reincidir en esta conducta dentro del plazo de 12 meses contado desde la aplicación de la respectiva sanción, el Juez de Policía Local decretará la suspensión por un plazo no inferior a 180 días. 
  En estos casos, se procederá, además, al retiro del vehículo de circulación por parte de Carabineros de Chile o Inspectores Fiscales, poniéndolos a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las municipalidades para tal efecto.


Con todo, no se aplicará la suspensión de licencia a los conductores que, habiendo solicitado al Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones correspondiente la inscripción del vehículo en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, se encuentren a la espera de la entrega del certificado de inscripción respectivo.”


Este texto faculta al Juez de Policía Local para imponer la sanción de suspensión de licencia por un plazo de 90 a 180 días al conductor de un vehículo de transporte remunerado de pasajeros cuando tal conducción se verifique en las siguientes circunstancias: a) cuando, tratándose de un taxi, el vehículo no esté debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicio de Transporte de Pasajeros; o b) en el caso de vehículos a que se refiere el artículo 4°, de alto confort, cuando el conductor no esté adscrito a una plataforma tecnológica registrada de acuerdo al artículo 3°. Para el caso de reincidencia en el plazo de 12 meses se impondrá la suspensión no inferior a 180 días. Se contempla además el retiro del vehículo de la circulación como lo expresa la norma.

 
Parece adecuado que la facultad de imponer la sanción de suspensión de licencia sea entregada a los Jueces de Policía Local que generalmente la han tenido cuando se trata de contravenciones relacionadas con el tránsito público como fluye de lo dispuesto por el artículo 52 de la Ley N° 15.231 sobre Organización y Atribuciones de estos Juzgados. Sería conveniente aclarar si el procedimiento aplicable es el ordinario establecido para ante estos tribunales, previsto en el Título I de la Ley N° 18.287, o el especial que regula en el Título IV, para la suspensión de licencias por acumulación de anotaciones por infracciones, en el que se alude en general a la facultad de estos tribunales para suspender las licencias y/o proceder a su cancelación;

 
Octavo: Que en relación al artículo 16º, su texto preceptúa:

“Artículo 16.-
Sin perjuicio de las sanciones que corresponda aplicar a los Juzgados de Policía Local, la Subsecretaría de Transportes aplicará las sanciones administrativas dispuestas en la presente ley previo procedimiento administrativo, que se iniciará con la formulación de los cargos y la notificación al afectado para que presente sus descargos. El plazo conferido para presentar los descargos será de diez días contado desde la fecha de notificación. 


En caso que el afectado solicite en sus descargos rendir prueba, se fijará al efecto un término probatorio que no podrá ser superior a diez días. La prueba rendida será apreciada de acuerdo a las reglas de la sana crítica. 


La resolución que se dicte deberá pronunciarse sobre cada una de las alegaciones y defensas del afectado y, mediante resolución fundada, aplicará la sanción, sobreseimiento o absolverá, según corresponda. La referida resolución deberá dictarse dentro de los treinta días siguientes a la evacuación de la última diligencia ordenada en el expediente.


Para la determinación de las sanciones establecidas, se considerarán, entre otras, las siguientes circunstancias: 


a) El beneficio económico obtenido con motivo de la infracción. 


b) La intencionalidad en la comisión de la infracción y el grado de participación. 


c) La conducta anterior del infractor.


En contra de la resolución que aplique una sanción, podrá deducirse por escrito, dentro de los cinco días hábiles siguientes a su notificación, recurso de reposición y, en subsidio, recurso jerárquico. Dentro de los treinta días hábiles siguientes, el Subsecretario de Transportes se pronunciará sobre la reposición. Rechazada total o parcialmente la reposición, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones conocerá del recurso jerárquico interpuesto subsidiariamente.


El afectado por la resolución que resuelve la reposición o el recurso jerárquico podrá reclamar de su legalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago. La apelación deberá ser fundada e interponerse dentro de los diez días siguientes a la notificación de la resolución. Para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. El Ministro deberá elevar los autos a la Corte dentro de quinto día de interpuesto el recurso. La resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno.


Vencido el plazo para impugnar o resueltos los recursos interpuestos, las resoluciones que establezcan infracciones y determinen multas tendrán mérito ejecutivo y se harán efectivas de acuerdo con los artículos 434 y siguientes del Código de Procedimiento Civil. 


Las notificaciones que se efectúen por parte de la autoridad a los interesados, en los procesos sancionatorios referidos en este artículo, se realizarán a la dirección de correo electrónico, que registren los representantes de las plataformas tecnológicas, las que para todos los efectos legales, se entenderán practicadas al día hábil siguiente de su despacho.


Las infracciones previstas en esta ley prescribirán a los tres años de cometidas, plazo que se interrumpirá con la notificación de la formulación de cargos por los hechos constitutivos de éstas. Del mismo modo, las multas prescribirán en el plazo de tres años desde la fecha de la respectiva resolución sancionatoria que quede firme.


En lo no previsto por este artículo, se aplicarán supletoriamente las normas establecidas en la ley Nº 19.880, que Establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.”

1°) En primer lugar se expresa que, con excepción de las sanciones cuya imposición es de competencia de los Jueces de Policía Local, corresponderá a la Subsecretaría de Transportes aplicar las sanciones administrativas dispuestas en la presente ley. De este modo se fija el órgano a cargo del procedimiento que a continuación se analiza, el que deberá decidir administrativamente acerca de la infracción de que se trate.

2°) En cuanto al procedimiento implementado al efecto se expresa que:

a-.) Este comenzará con la formulación de cargos y la notificación al afectado para que presente sus descargos. Para el evento que se solicite rendir prueba se fijará un término probatorio no superior a 10 días, prueba que se apreciará conforme a las reglas de la sana crítica.

b-.) Se añade que para determinar las sanciones se considerará entre otros, las circunstancias relativas al beneficio económico, la intencionalidad y la conducta anterior. Se hacen procedentes los recursos de reposición y en subsidio, el jerárquico, siendo el primero de conocimiento del Subsecretario y del jerárquico conocerá el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

c-.) El afectado con estas resoluciones administrativas podrá reclamar de su legalidad ante la Corte de Apelaciones de Santiago. Se añade que la apelación deberá ser fundada e interponerse dentro de los 10 días siguientes de la notificación de la resolución que le agravia. Se señala luego que: “Para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Se indica que la resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno.

d-.) Se hace constar que ejecutoriada la resolución jurisdiccional, aquella que establezca la infracción y determine multa administrativas tendrá mérito ejecutivo siéndole aplicable lo previsto por los artículos 434 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.

e-.) Como preceptos generales se indica en los tres últimos incisos que en los procesos, las notificaciones que las autoridades practiquen a los interesados se realizarán a la dirección de correo electrónico que registren los representantes en las plataformas tecnológicas, las que se entenderán hechas al día siguiente hábil de su despacho. Esta norma no prevé la forma de notificar cuando la infracción afecte directamente a los conductores dueños de un taxi. Finalmente se determina que en lo no previsto en este artículo se aplicará supletoriamente las normas de la Ley N° 19.880 sobre Procedimiento Administrativo.


Se establece además que las infracciones descritas en esta ley -tal vez es más propio aludir a la acción para perseguir las infracciones- prescribirán en el plazo de 3 años desde cometidas, lapso que se interrumpe con la notificación de la formulación de cargos;

 
Noveno: Que el recién referido artículo 16º, amerita los siguientes comentarios:

1°) En el marco de la atribución amplia de competencia que se entrega a la Subsecretaría de Transportes para la imposición de las sanciones por las infracciones descritas en el Proyecto de Ley, sin considerar aquella que es propia de los Juzgado de Policía Local, cabría entender que sólo queda fuera de este ámbito general, la referida en el artículo 10, en que se encarga a la Seremi de Transportes la cancelación de oficio de la inscripción en el Registro Nacional de Servicio de Transporte de Pasajeros. Sería conveniente aclarar el procedimiento a que habría de sujetarse la imposición de esta sanción.

2°) El  procedimiento administrativo descrito en el artículo 16 que se analiza, es muy similar a aquél regulado por la Ley N° 20.378 de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones que crea un Subsidio Nacional para el Transporte Público Remunerado de Pasajeros, en su Título II, al ocuparse de las sanciones que corresponde imponer a quienes perciban indebidamente los recursos proveniente de los subsidios reglados en esa normativa. En este texto se establece que las sanciones serán aplicadas por el Seremi de Transportes, o por el Subsecretario de Transporte, según corresponda. Para la determinación de la sanción se consignan los mismos tres elementos que en el presente proyecto. Se indica que el procedimiento se inicia, con la formulación de cargos y su notificación al afectado para su defensa (se fija sólo un plazo de 5 días para los descargos); se podrá abrir un término de prueba, y los medios aportados se aprecian conforme a las reglas de la sana crítica. También se fija un plazo de 30 días para la resolución definitiva, contemplándose en la fase administrativa recurso de reposición y jerárquico. Del mismo modo que en el proyecto en estudio, de la resolución que resuelva estos recursos y en los casos de las sanciones que allí se especifica, se señala que el interesado podrá apelar ante la Corte de Apelaciones de Santiago en el mismo plazo y circunstancias. Se especifica que para su agregación a la tabla, vista y fallo se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección, y que la resolución de la Corte de Apelaciones no será susceptible de recurso alguno. También, en lo no previsto se dispuso la aplicación supletoria de la Ley N° 19.880.

3°) Con más matices de diferencia, pero también con importantes similitudes se aprecia el procedimiento sobre infracciones y sanciones que contempla en su Título VII la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones. En su artículo 36 A dispone que antes de aplicarse sanción alguna, se deberá previamente notificar al infractor de él o los cargos, para que en el plazo de 10 días (como en el que se estudia) formule sus descargos. Aquí, existiendo también la posibilidad de presentar prueba se decide que es el Ministro de Transportes quien resuelve derechamente. Se indica que la resolución que impone sanciones será apelable ante la Corte de Apelaciones de Santiago, a menos que la sanción consista en la caducidad de una concesión evento en el que la apelación se hará para ante la Corte Suprema. Se añade que el ámbito de competencia de la Corte de Apelaciones el recurso deberá ser fundado y para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las normas aplicables al recurso de protección.

4°) Como se aprecia, tanto en el Proyecto en estudio cuanto en los ejemplos traídos a colación se incurre en la misma impropiedad de lenguaje de denominar “apelación”, a la posibilidad de recurrir a la jurisdicción por parte del afectado con la resolución administrativa, en circunstancias que, como ya lo ha hecho notar anteriormente este tribunal, tal posibilidad se concreta en una reclamación jurisdiccional, toda vez que la decisión agraviante no proviene de un órgano jurisdiccional, sino administrativo. Así se hizo notar por esta Corte, por ejemplo, en los Antecedentes Administrativos AD 111-2014.


Por lo demás, la misma impropiedad en el uso del término apelación es posible de apreciar aún en otros textos como los artículos 27 y 34 de la Ley N° 18.838 que Crea el Consejo Nacional de Televisión, artículo 37 de la Ley N° 18.302 sobre Seguridad Nuclear, etc.

5°) Cabría entender también que se determine como tribunal competente jurisdiccional para conocer del reclamo contra la resolución administrativa  final, a la Corte de Apelaciones de Santiago, porque la regla general es que se entregue la competencia para conocer de las infracciones e imponer las sanciones, a la Subsecretaría de Transportes con sede en Santiago y Telecomunicaciones, ya que en bastante menor medida se otorga competencia a la SEREMI de Transportes.

6°) Sí resulta preocupante que se omita nuevamente distinguir entre el funcionario que formulará los cargos y aquél que impondrá la sanción, toda vez que, si como se evidencia del artículo 16 en comento el Subsecretario de Transportes conoce de la reposición deducida contra la resolución sancionatoria, es porque esta es la autoridad que la dictó, de modo que debería aclararse qué persona, distinta del sancionador, está autorizada para formular los cargos, y ello, con el fin de dar cumplimiento al principio de imparcialidad y objetividad consagrado en el artículo 4 de la Ley N° 19.880, que rige supletoriamente en estas materias. Un buen ejemplo de una regulación más acabada en este sentido es la que contiene la Ley N° 20.529 sobre Calidad de la Educación en sus artículos 66, 71 y 72 y siguientes, en que se contempla la figura del “fiscal instructor” que formula los cargos, en tanto quien impone la sanción es el Director Regional respectivo.

7°) Que, finalmente, cabe reiterar aquí aquello por lo que esta Corte ha instado en innumerables informes de proyectos de ley anteriores y que constituye su opinión oficial en materia de procedimientos contenciosos administrativos, tal como se expresa en el Acta N° 176-2014. En ella, se propone –para efectos de la unificación de estos procedimientos- que “el escenario ideal para tratar los procedimientos contenciosos administrativos en sede jurisdiccional, es contar con tribunales contenciosos administrativos especializados dentro del Poder Judicial, (…)  [sin embargo, como] última alternativa, y en pos de fortalecer la uniformidad y certeza en la aplicación del derecho en la materia, (…) se propone entregar la competencia de los procesos contenciosos administrativos especiales, en primera instancia, a las Cortes de Apelaciones que correspondan según las reglas generales, debiendo tramitarse las respectivas causas de acuerdo al procedimiento de ilegalidad municipal contemplado por el artículo 151 letras d) a i) del D.F.L. N° 1/2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades” (Corte Suprema. Acta N° 176-2014: Unificación de Procedimientos Contenciosos Administrativos, acuerdos segundo, tercero y cuarto). En este sentido, sería recomendable enmendar el texto del proyecto en el sentido mencionado;


Décimo: Que se observa otras normas relevantes que es útil destacar:

1°) Como ya se indicó, el artículo 17 del Proyecto hace aplicables a los actos y contratos que celebren los pasajeros, mediante plataformas tecnológicas, las normas de la Ley N° 19.496 sobre Protección al Consumidor.

2°) Se hace aplicable además a los choferes de los vehículos de alto confort la misma norma del artículo 42 de la Ley de Impuesto a la Renta que rige para los conductores de taxis. 


Las precedentemente anotadas son las observaciones que a esta Corte merecen los textos consultados y su directa implicancia con las otras normas referidas en el presente informe. 


Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expresados el proyecto de ley que moderniza la legislación sobre el transporte remunerado de pasajeros. 

 
Ofíciese.

  
PL 47-2016”.
Saluda atentamente a V.S.
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